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CATALINA CEBALLOS ORREGO, mayor de edad, identificado con la cédula de ciudadanía No. 32.562.197, 

con domicilio y residencia en Cali, abogado en ejercicio, portador de la tarjeta profesional No. 251.495 

expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, actuando como apoderado judicial de la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, por medio del presente escrito me 

permito presentar alegatos de conclusión en el proceso de la señora LILIANA ESPINOSA PECHENE 

identificado(a) con cédula de ciudadanía No 31964212, quien pretende el reconocimiento y pago de una 

pensión de sobrevivientes a favor de la demandante, en calidad de cónyuge del causante, conforme al 

Decreto 758 de 1990, en aplicación de la condición más beneficiosa, desde el 09 de enero de 2015, así 

como los intereses moratorios y las costas procesales, es importante manifestar a este despacho, que: 

 

Teniendo en cuenta que lo que se pretende es el reconocimiento y pago de una pensión de sobrevivientes 

a favor de la demandante, en calidad de cónyuge del causante, conforme al Decreto 758 de 1990, en 

aplicación de la condición más beneficiosa, desde el 09 de enero de 2015, se debe señalar que el causante 

falleció el 09 de enero de 2015, por la que la normativa aplicable para el caso concreto es la Ley 797 de 

2003. 

 

Ahora bien, como quiera que lo que se pretende es el reconocimiento y pago de una pensión de 

sobrevivientes a favor de la demandante, en calidad de cónyuge del causante, conforme al Decreto 758 

de 1990, en aplicación de la condición más beneficiosa, la Corte Suprema de Justicia - Sala de Casación 

Laboral - en Sentencia Radicado No. 38674 del 25 de julio de 2012 M.P. Carlos Ernesto Monsalve y Luis 

Gabriel Miranda Buelvas, indicó: 

 

EL PRINCIPIO DE LA CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA EN MATERIA PENSIONAL: 

 

1°) Como es sabido, el denominado "principio de la condición más beneficiosa" opera precisamente en 

aquellos eventos en que el legislador no consagra un régimen de transición, porque de hacerlo no existiría 

controversia alguna originada por el cambio normativo, dado que el mencionado régimen mantiene, total 

o parcialmente, los requisitos más favorables contenidos en la Ley antigua. 

 

"Bajo las anteriores perspectivas, el "principio de la condición más beneficiosa", tiene adoctrinado la Sala 

por línea general, entra en juego, no para proteger a quienes tienen una mera o simple expectativa, pues 
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para ellos la nueva Ley puede modificar el régimen pensional al cual estuvieran adscritos, sino a un grupo 

de personas, que si bien no tienen un derecho adquirido en sentido riguroso, se ubican en una posición 

intermedia, habida cuenta que poseen una situación jurídica y fáctica concreta, verbi gratia, haber 

cumplido íntegramente con la densidad de semanas necesarias que consagraba la Ley derogada para 

obtener una prestación de índole pensional. A ellos, entonces, se les debe aplicar la disposición anterior, 

es decir, la vigente para el momento en que reunieron la densidad exigida para obtener la prestación. En 

ese horizonte, ha enseñado esta Corporación que, tratándose de derechos que no se consolidan por un 

solo acto, sino que suponen una situación que se integra mediante hechos sucesivos, hay lugar al derecho 

eventual, que no es definitivo o adquirido mientras no se cumpla la última condición, pero que sí implica 

una situación concreta protegida por la Ley, tanto en lo atinente al acreedor como al deudor, por lo que 

supera la mera o simple expectativa. Estas son las llamadas por la doctrina constitucional "expectativas 

legítimas". 

 

"De suerte que, la aplicación de la condición más beneficiosa con relación a las pensiones de sobrevivientes 

e invalidez tiene plena justificación, con el respaldo de claros principios constitucionales y de normativa 

internacional. 

 

CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA EN EL TRÁNSITO LEGISLATIVO ENTRE LEY 100 DE 1993 Y DISPOSICIONES 

LEGALES POSTERIORES. 

 

"En lo que tiene que ver con la pensión de invalidez que corresponde a la prestación que en este proceso 

se reclama, esta Corporación admitió únicamente, hasta hace algún tiempo, la aplicación del principio de 

la "condición más beneficiosa" en relación al cambio normativo entre el Acuerdo 049 de 1990 aprobado 

por el Decreto 0758 de igual año y la Ley 100 de 1993, pero sin validar este principio respecto a otra 

legislación posterior a la nueva Ley de la seguridad social. En otras palabras, bajo dicha concepción, la 

condición más beneficiosa no resultaba de recibo para el propósito de conseguir la aplicación del artículo 

39 de la Ley 100 de 1993 en su redacción original, bajo la hipótesis de que la fecha de estructuración de la 

invalidez se produjo en vigencia de las Leyes 797 o la 860 de 2003. 

"Sin embargo, dada la nueva composición de la Sala, se considera pertinente rexaminar el tema, sobre la 

inaplicabilidad de la condición más beneficiosa para dirimir los conflictos cuando la invalidez ocurre en 

vigencia del artículo 1° de la Ley 860 de 2003, y el afiliado, al momento de su entrada en vigencia, cumple 

con el requisito de las 26 semanas de cotización que consagraba el modificado artículo 39 de la citada Ley 

100 de 1993, para estimar que en estos casos sí procede dicho principio legal y constitucional en la 

sucesión de esos dos ordenamientos, por lo siguiente: 

 

a) El principio de la condición más beneficiosa, como antes se dijo, mantiene o respeta la situación 

individual alcanzada bajo una norma, frente a la situación impuesta por un precepto legal posterior, que 

ha establecido un tratamiento más gravoso con respecto a la primera disposición. 

 

b) Dicho principio, en consecuencia, se aplica en aquellos casos en que una norma instituya condiciones 

más gravosas que las ordenadas por la legislación inmediatamente anterior, y se han consolidado las 

condiciones de ésta. 
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c) El artículo 1° de la Ley 860 de 2003, modificatorio del 39 de la Ley 100 de 1993, que se encontraba en 

vigor para la fecha de estructuración de la invalidez del demandante (1° de junio de 2004), exigía, 

primeramente, que se acreditara al menos 50 semanas de cotización en los últimos tres años 

inmediatamente anteriores al hecho de la invalidez y, además, que se tuviera una fidelidad al sistema de 

por lo menos el 20% del tiempo transcurrido entre el momento en que el afiliado arribó a los 20 años de 

edad y la fecha de la primera calificación del estado de invalidez. Este último requisito de la fidelidad, se 

declaró inexequible con la sentencia C-428 del 1° de julio de 2009. 

 

Estas exigencias, sin lugar a dudas, son más rigurosas que las condiciones de la norma precedente, o sea, 

las del artículo 39 de la Ley 100 de 1993, que consagraba como suficiente que el afiliado que se encontrara 

cotizando hubiere aportado 26 semanas al momento de la invalidez, o, habiendo dejado de cotizar, 

acreditara 26 semanas de aportes en el año inmediatamente anterior a aquella, siendo en consecuencia 

más flexibles los requisitos de la disposición modificada. 

 

d) Es dable concluir que no resulta procedente jurídicamente, ni equitativo, restarles eficacia a las 

cotizaciones anteriores al estado de invalidez, con las cuales el afiliado hubiera podido obtener la 

prestación pensional bajo los presupuestos de la norma modificada o derogada, de no haberse presentado 

ese cambio abrupto en la legislación. 

 

En casos como el descrito, también debe primar el postulado protector propio del derecho del trabajo y 

de la seguridad social, con la aplicación del principio de la condición más beneficiosa, contemplado en el 

artículo 53 de la Constitución Política. 

 

e) El denominado " principio de la condición más beneficiosa", no solo tendrá cabida en el tránsito 

legislativo entre el Acuerdo 049 de 1990 y la Ley 100 de 1993, sino igualmente frente al fenómeno de la 

sucesión normativa de legislaciones ulteriores, como por ejemplo entre esta última y las Leyes 797 y 860 

de 2003, siempre y cuando, se insiste, la nueva disposición estipule requisitos más gravosos que los 

señalados en la norma precedente, y además el titular del derecho o beneficiario haya reunido las 

exigencias de ésta cuando la nueva entró en vigencia. 

 

Como lo anterior implica un cambio de criterio de la Sala frente a la PENSION DE INVALIDEZ, cuando el 

estado de invalidez se estructura en vigor del artículo 1° de Ley 860 de 2003 y para el momento en que 

entró a regir este nuevo ordenamiento legal se tenían satisfechos los requisitos de la norma precedente, 

se rectifica y recoge cualquier pronunciamiento que en contrario se hubiera proferido, aclarando que lo 

expresado también tendría plena aplicación en lo concerniente a la PENSION DE SOBREVIVIENTES y la Ley 

797 de 2003, para efectos de ampliar los alcances del mencionado principio legal y constitucional de la 

condición más beneficiosa a legislaciones posteriores a la Ley 100 de 1993". ^Subrayado fuera del texto 

original). 

 

Que por lo anterior, en aplicación de la condición más beneficiosa para el caso en concreto, no es posible 

estudiar la prestación bajo los parámetros del Decreto 758 de 1990, como quiera que el beneficio que 

otorga la aplicación de dicha condición, es que a falta de requisitos legales para la fecha de los hechos, se 
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podrá estudiar la prestación con la norma inmediatamente anterior a la vigente, que para el caso en 

estudio, al haber acaecido el hecho el 09 de enero de 2015, en vigencia de la Ley 797 de 2003, sería 

procedente el estudio de la prestación, conforme a los requisitos de la Ley 100 de 1993, así: 

 

El artículo 46 de la Ley 100 de 1993, respecto de los requisitos para obtener la pensión de sobrevivientes, 

señaló: 

Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes: 

 

1. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez, o invalidez por riesgo común, que 

fallezca. 

 

2. Los miembros del grupo familiar del afiliado que fallezca, siempre que éste hubiere cumplido 

alguno de los siguientes requisitos: 

 

a) Que el afiliado se encuentre cotizando al sistema y hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) 

semanas al momento de la muerte, y 

b) Que, habiendo dejado de cotizar al sistema, hubiere efectuado aportes durante por lo menos 

veintiséis (26) semanas del año inmediatamente anterior al momento en que se produzca la muerte." 

Por lo anteriormente expuesto, revisada la historia laboral del causante, se pudo determinar que al 

momento de su fallecimiento no se encontraba cotizando al sistema y dentro del años inmediatamente 

anterior a la fecha de fallecimiento, esto es desde el 09 de enero de 2014 al 09 de enero de 2015, tampoco 

se efectuaron cotizaciones al sistema, razón por la cual, se concluye que no dejó causando el derecho a la 

prestación, bajo los parámetros de la norma encita. 

 

3. Por último, el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, respecto de los requisitos de la pensión de 

sobrevivientes, estableció: 

 

"Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes: 

 

1. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o invalidez por riesgo común que 

fallezca y, 

2. Los miembros del grupo familiar del afiliado al sistema que fallezca, siempre y cuando éste hubiere 

cotizado cincuenta semanas dentro de los tres últimos años inmediatamente anteriores al fallecimiento. 

 

Así las cosas, dentro de los 3 años inmediatamente anteriores a la fecha del fallecimiento del causante, 

esto es desde el 09 de enero de 2012 al 09 de enero de 2015, no se presentaron cotizaciones al sistema 

 

De usted, 

________________________________________ 

CATALINA CEBALLOS ORREGO 

C.C No. 32.562.197 

T.P No. 251.495 DEL CSJ 
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CATALINA CEBALLOS ORREGO, mayor de edad, identificado con la cédula de ciudadanía No. 32.562.197, 

con domicilio y residencia en Cali, abogado en ejercicio, portador de la tarjeta profesional No. 251.495 

expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, actuando como apoderado judicial de la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, por medio del presente escrito me 

permito presentar alegatos de conclusión en el proceso de la señora LILIANA ESPINOSA PECHENE 

identificado(a) con cédula de ciudadanía No 31964212, quien pretende el reconocimiento y pago de una 

pensión de sobrevivientes a favor de la demandante, en calidad de cónyuge del causante, conforme al 

Decreto 758 de 1990, en aplicación de la condición más beneficiosa, desde el 09 de enero de 2015, así 

como los intereses moratorios y las costas procesales, es importante manifestar a este despacho, que: 

 

Teniendo en cuenta que lo que se pretende es el reconocimiento y pago de una pensión de sobrevivientes 

a favor de la demandante, en calidad de cónyuge del causante, conforme al Decreto 758 de 1990, en 

aplicación de la condición más beneficiosa, desde el 09 de enero de 2015, se debe señalar que el causante 

falleció el 09 de enero de 2015, por la que la normativa aplicable para el caso concreto es la Ley 797 de 

2003. 

 

Ahora bien, como quiera que lo que se pretende es el reconocimiento y pago de una pensión de 

sobrevivientes a favor de la demandante, en calidad de cónyuge del causante, conforme al Decreto 758 

de 1990, en aplicación de la condición más beneficiosa, la Corte Suprema de Justicia - Sala de Casación 

Laboral - en Sentencia Radicado No. 38674 del 25 de julio de 2012 M.P. Carlos Ernesto Monsalve y Luis 

Gabriel Miranda Buelvas, indicó: 

 

EL PRINCIPIO DE LA CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA EN MATERIA PENSIONAL: 

 

1°) Como es sabido, el denominado "principio de la condición más beneficiosa" opera precisamente en 

aquellos eventos en que el legislador no consagra un régimen de transición, porque de hacerlo no existiría 

controversia alguna originada por el cambio normativo, dado que el mencionado régimen mantiene, total 

o parcialmente, los requisitos más favorables contenidos en la Ley antigua. 

 

"Bajo las anteriores perspectivas, el "principio de la condición más beneficiosa", tiene adoctrinado la Sala 

por línea general, entra en juego, no para proteger a quienes tienen una mera o simple expectativa, pues 
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para ellos la nueva Ley puede modificar el régimen pensional al cual estuvieran adscritos, sino a un grupo 

de personas, que si bien no tienen un derecho adquirido en sentido riguroso, se ubican en una posición 

intermedia, habida cuenta que poseen una situación jurídica y fáctica concreta, verbi gratia, haber 

cumplido íntegramente con la densidad de semanas necesarias que consagraba la Ley derogada para 

obtener una prestación de índole pensional. A ellos, entonces, se les debe aplicar la disposición anterior, 

es decir, la vigente para el momento en que reunieron la densidad exigida para obtener la prestación. En 

ese horizonte, ha enseñado esta Corporación que, tratándose de derechos que no se consolidan por un 

solo acto, sino que suponen una situación que se integra mediante hechos sucesivos, hay lugar al derecho 

eventual, que no es definitivo o adquirido mientras no se cumpla la última condición, pero que sí implica 

una situación concreta protegida por la Ley, tanto en lo atinente al acreedor como al deudor, por lo que 

supera la mera o simple expectativa. Estas son las llamadas por la doctrina constitucional "expectativas 

legítimas". 

 

"De suerte que, la aplicación de la condición más beneficiosa con relación a las pensiones de sobrevivientes 

e invalidez tiene plena justificación, con el respaldo de claros principios constitucionales y de normativa 

internacional. 

 

CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA EN EL TRÁNSITO LEGISLATIVO ENTRE LEY 100 DE 1993 Y DISPOSICIONES 

LEGALES POSTERIORES. 

 

"En lo que tiene que ver con la pensión de invalidez que corresponde a la prestación que en este proceso 

se reclama, esta Corporación admitió únicamente, hasta hace algún tiempo, la aplicación del principio de 

la "condición más beneficiosa" en relación al cambio normativo entre el Acuerdo 049 de 1990 aprobado 

por el Decreto 0758 de igual año y la Ley 100 de 1993, pero sin validar este principio respecto a otra 

legislación posterior a la nueva Ley de la seguridad social. En otras palabras, bajo dicha concepción, la 

condición más beneficiosa no resultaba de recibo para el propósito de conseguir la aplicación del artículo 

39 de la Ley 100 de 1993 en su redacción original, bajo la hipótesis de que la fecha de estructuración de la 

invalidez se produjo en vigencia de las Leyes 797 o la 860 de 2003. 

"Sin embargo, dada la nueva composición de la Sala, se considera pertinente rexaminar el tema, sobre la 

inaplicabilidad de la condición más beneficiosa para dirimir los conflictos cuando la invalidez ocurre en 

vigencia del artículo 1° de la Ley 860 de 2003, y el afiliado, al momento de su entrada en vigencia, cumple 

con el requisito de las 26 semanas de cotización que consagraba el modificado artículo 39 de la citada Ley 

100 de 1993, para estimar que en estos casos sí procede dicho principio legal y constitucional en la 

sucesión de esos dos ordenamientos, por lo siguiente: 

 

a) El principio de la condición más beneficiosa, como antes se dijo, mantiene o respeta la situación 

individual alcanzada bajo una norma, frente a la situación impuesta por un precepto legal posterior, que 

ha establecido un tratamiento más gravoso con respecto a la primera disposición. 

 

b) Dicho principio, en consecuencia, se aplica en aquellos casos en que una norma instituya condiciones 

más gravosas que las ordenadas por la legislación inmediatamente anterior, y se han consolidado las 

condiciones de ésta. 
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c) El artículo 1° de la Ley 860 de 2003, modificatorio del 39 de la Ley 100 de 1993, que se encontraba en 

vigor para la fecha de estructuración de la invalidez del demandante (1° de junio de 2004), exigía, 

primeramente, que se acreditara al menos 50 semanas de cotización en los últimos tres años 

inmediatamente anteriores al hecho de la invalidez y, además, que se tuviera una fidelidad al sistema de 

por lo menos el 20% del tiempo transcurrido entre el momento en que el afiliado arribó a los 20 años de 

edad y la fecha de la primera calificación del estado de invalidez. Este último requisito de la fidelidad, se 

declaró inexequible con la sentencia C-428 del 1° de julio de 2009. 

 

Estas exigencias, sin lugar a dudas, son más rigurosas que las condiciones de la norma precedente, o sea, 

las del artículo 39 de la Ley 100 de 1993, que consagraba como suficiente que el afiliado que se encontrara 

cotizando hubiere aportado 26 semanas al momento de la invalidez, o, habiendo dejado de cotizar, 

acreditara 26 semanas de aportes en el año inmediatamente anterior a aquella, siendo en consecuencia 

más flexibles los requisitos de la disposición modificada. 

 

d) Es dable concluir que no resulta procedente jurídicamente, ni equitativo, restarles eficacia a las 

cotizaciones anteriores al estado de invalidez, con las cuales el afiliado hubiera podido obtener la 

prestación pensional bajo los presupuestos de la norma modificada o derogada, de no haberse presentado 

ese cambio abrupto en la legislación. 

 

En casos como el descrito, también debe primar el postulado protector propio del derecho del trabajo y 

de la seguridad social, con la aplicación del principio de la condición más beneficiosa, contemplado en el 

artículo 53 de la Constitución Política. 

 

e) El denominado " principio de la condición más beneficiosa", no solo tendrá cabida en el tránsito 

legislativo entre el Acuerdo 049 de 1990 y la Ley 100 de 1993, sino igualmente frente al fenómeno de la 

sucesión normativa de legislaciones ulteriores, como por ejemplo entre esta última y las Leyes 797 y 860 

de 2003, siempre y cuando, se insiste, la nueva disposición estipule requisitos más gravosos que los 

señalados en la norma precedente, y además el titular del derecho o beneficiario haya reunido las 

exigencias de ésta cuando la nueva entró en vigencia. 

 

Como lo anterior implica un cambio de criterio de la Sala frente a la PENSION DE INVALIDEZ, cuando el 

estado de invalidez se estructura en vigor del artículo 1° de Ley 860 de 2003 y para el momento en que 

entró a regir este nuevo ordenamiento legal se tenían satisfechos los requisitos de la norma precedente, 

se rectifica y recoge cualquier pronunciamiento que en contrario se hubiera proferido, aclarando que lo 

expresado también tendría plena aplicación en lo concerniente a la PENSION DE SOBREVIVIENTES y la Ley 

797 de 2003, para efectos de ampliar los alcances del mencionado principio legal y constitucional de la 

condición más beneficiosa a legislaciones posteriores a la Ley 100 de 1993". ^Subrayado fuera del texto 

original). 

 

Que por lo anterior, en aplicación de la condición más beneficiosa para el caso en concreto, no es posible 

estudiar la prestación bajo los parámetros del Decreto 758 de 1990, como quiera que el beneficio que 

otorga la aplicación de dicha condición, es que a falta de requisitos legales para la fecha de los hechos, se 
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podrá estudiar la prestación con la norma inmediatamente anterior a la vigente, que para el caso en 

estudio, al haber acaecido el hecho el 09 de enero de 2015, en vigencia de la Ley 797 de 2003, sería 

procedente el estudio de la prestación, conforme a los requisitos de la Ley 100 de 1993, así: 

 

El artículo 46 de la Ley 100 de 1993, respecto de los requisitos para obtener la pensión de sobrevivientes, 

señaló: 

Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes: 

 

1. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez, o invalidez por riesgo común, que 

fallezca. 

 

2. Los miembros del grupo familiar del afiliado que fallezca, siempre que éste hubiere cumplido 

alguno de los siguientes requisitos: 

 

a) Que el afiliado se encuentre cotizando al sistema y hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) 

semanas al momento de la muerte, y 

b) Que, habiendo dejado de cotizar al sistema, hubiere efectuado aportes durante por lo menos 

veintiséis (26) semanas del año inmediatamente anterior al momento en que se produzca la muerte." 

Por lo anteriormente expuesto, revisada la historia laboral del causante, se pudo determinar que al 

momento de su fallecimiento no se encontraba cotizando al sistema y dentro del años inmediatamente 

anterior a la fecha de fallecimiento, esto es desde el 09 de enero de 2014 al 09 de enero de 2015, tampoco 

se efectuaron cotizaciones al sistema, razón por la cual, se concluye que no dejó causando el derecho a la 

prestación, bajo los parámetros de la norma encita. 

 

3. Por último, el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, respecto de los requisitos de la pensión de 

sobrevivientes, estableció: 

 

"Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes: 

 

1. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o invalidez por riesgo común que 

fallezca y, 

2. Los miembros del grupo familiar del afiliado al sistema que fallezca, siempre y cuando éste hubiere 

cotizado cincuenta semanas dentro de los tres últimos años inmediatamente anteriores al fallecimiento. 

 

Así las cosas, dentro de los 3 años inmediatamente anteriores a la fecha del fallecimiento del causante, 

esto es desde el 09 de enero de 2012 al 09 de enero de 2015, no se presentaron cotizaciones al sistema 

 

De usted, 

________________________________________ 
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